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Aldebol Mora, Juez Ponente 
 

S E N T EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2024. 

Comparece la parte apelante, Hilton Theodore Laremont 

Batista, la Corporación Theolar, Inc., Theolar Enterprises, Inc. y la 

Corporación Theofar, Inc., y nos solicita que revoquemos la 

Sentencia emitida y notificada por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Caguas, el 25 de abril de 2024. Mediante dicho 

dictamen, el foro primario declaró Ha Lugar la solicitud de sentencia 

sumaria promovida por la parte apelada, Antigua Holdings, LLC. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. 

I 

El 26 de mayo de 2022, Antigua Holdings, LLC (Antigua 

Holdings o apelada) incoó una Demanda sobre cumplimiento 

específico de contrato y daños y perjuicios1 en contra de Hilton 

 
1 Cabe destacar que, el 12 de abril de 2024, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió y notificó una Sentencia Parcial, mediante la cual declaró Ha Lugar la 

solicitud de desistimiento parcial presentada por Antigua Holdings. En su 
consecuencia, decretó el desistimiento con perjuicio de la reclamación por daños 

y perjuicios sufridos por incumplimiento de contrato. Véase, Apéndice del recurso, 

pág. 533. 
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Theodore Laremont Batista (Laremont Batista), la Corporación 

Theolar, Inc., Theolar Enterprises, Inc. y la Corporación Theofar, 

Inc. (apelantes).2 Indicó que, el 24 de febrero de 2022, suscribió un 

contrato de compraventa con la Corporación Theolar, Inc., 

representada por Laremont Batista, presunto titular de una finca en 

Aguas Buenas a la venta por $440,000.00. Señaló que depositó 

$25,000.00 con un corredor de bienes raíces para la compra de la 

propiedad y notificó la fecha para la firma de la escritura de 

compraventa, a llevarse a cabo el 6 de mayo de 2022. Alegó que, el 

5 de mayo de 2022, los apelantes notificaron mediante carta que el 

contrato era leonino y que no suscribirían la compraventa porque 

Laremont Batista no lo consintió, a pesar de haberlo firmado. 

Sostuvo que procedía el cumplimiento específico del contrato de 

opción, la firma de la escritura de compraventa y la entrega de la 

posesión de la finca en cuestión. En virtud de ello, reclamó los daños 

causados por el incumplimiento contractual de los apelantes, gastos 

de litigio, honorarios de abogado y pérdida de negocio, cuya suma 

se estimó en $50,000.00. 

Por su parte, el 31 de agosto de 2022, los apelantes 

presentaron su alegación responsiva.3 Plantearon que la entidad 

jurídica que era dueña del terreno en controversia era Theolar 

Enterprises, Inc. Señalaron que Laremont Batista entró en un 

acuerdo con un corredor de bienes raíces para concederle el derecho 

semiexclusivo de gestionar la venta de la propiedad en cuestión. 

Arguyeron que, no obstante, su corredor de bienes raíces llegó a 

otros acuerdos con Antigua Holdings, presionando a Laremont 

Batista a firmar el contrato de opción de compra, el cual era 

contrario a sus deseos e intenciones. Alegaron que Laremont Batista 

le expresó al corredor de bienes raíces, en dos ocasiones, que no 

 
2 Apéndice del recurso, págs. 1-4. 
3 Íd., págs. 13-23. 
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deseaba vender la mencionada propiedad, sobre todo porque la 

oferta del contrato de opción de compra no era conforme a sus 

deseos. Sostuvieron que Laremont Batista impuso unas condiciones 

al corredor de bienes raíces para acceder a la venta de la referida 

propiedad, condiciones que fueron incumplidas al preparar el 

contrato de opción de compra, por lo cual dicho incumplimiento los 

eximía de continuar con la compraventa del inmueble. 

Argumentaron que dicho contrato era leonino, toda vez que era 

abusivo y atentaba contra el equilibrio de las partes contratantes, 

ya que sus cláusulas favorecían únicamente a Antigua Holdings. 

Según adujeron, dicho contrato de opción de compra era nulo y, por 

ello, rescindieron de este el 5 de mayo de 2022 mediante carta. 

Luego de varias incidencias procesales, el 15 de marzo de 

2024, Antigua Holdings instó una Moción de Sentencia Sumaria.4 En 

síntesis, enfatizó que las partes pactaron un precio de compraventa, 

el pago de un depósito y el poder del comprador de decidir ejercer 

su opción. Alegó que, dentro del término establecido, cumplió con 

todas sus obligaciones y solicitó que la parte apelante cumpliera con 

lo pactado. Sobre ese particular, arguyó que Laremont Batista 

confirmó el acuerdo entre las partes, no solo a través de los mensajes 

enviados a su corredor de bienes raíces, sino que reiteró su pacto al 

firmar el contrato de opción de compra. Argumentó que fue la 

 
4 Apéndice del recurso, págs. 49-66. Junto a su petitorio, Antigua Holdings 

incluyó los siguientes documentos: (1) copia de la Autorización de Venta Semi-
Exclusivo, con fecha del 3 de diciembre de 2021; (2) copia de los mensajes de texto 

entre Laremont Batista y el corredor de bienes raíces; (3) copia de los mensajes a 

través de correo electrónico entre Laremont Batista y el corredor de bienes raíces; 

(4) copia del Option to Purchase and Sale Agreement, suscrito entre Antigua 

Holdings y la Corporación Theolar, Inc., representada por Laremont Batista, con 
fecha de febrero de 2022; (5) copia de la Certificación de Propiedad Inmueble, con 

fecha del 10 de marzo de 2022; (6) copia de la misiva enviada a Laremont Batista 

por el licenciado Juan Méndez Solís, con fecha del 29 de abril de 2022; (7) copia 

de la tarjeta de correo certificado con acuse de recibo firmada por Laremont 

Batista; (8) copia de la carta enviada al licenciado Juan Méndez Solís por el 

licenciado Rafael E. Díaz-González, con fecha del 5 de mayo de 2022; (9) copia de 
la transcripción de la Deposición de Mario Rivera McCann, con fecha del 6 de 

septiembre de 2023; (10) copia de la transcripción de la Deposición de Laremont 

Batista, con fecha del 19 de diciembre de 2023. Véase, Apéndice del recurso, págs. 

67-513.  
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voluntad expresa del vendedor pactar la compraventa según surgía 

del contrato de opción.  

En apoyo a su contención, Antigua Holdings planteó que, en 

dos correos electrónicos, y luego mediante la firma del contrato de 

opción de compra, Laremont Batista había confirmado el pacto de 

venderle la finca en Aguas Buenas por $440,000.00. Reiteró que la 

parte apelante confirmó en reiteradas ocasiones, según se 

desprendía de los anejos, que pactó la venta de la propiedad en 

controversia. Puntualizó que no existía duda del pacto entre las 

partes, del consentimiento expreso y de la aceptación de la oferta 

por la parte vendedora. No obstante, señaló que, a pesar de que 

Laremont Batista tuvo oportunidad de reconsiderar su decisión, 

posteriormente reiteró su postura de vender el mencionado 

inmueble, mediante una manifestación expresa notificada por 

correo electrónico a su corredor de bienes raíces y, posteriormente, 

plasmando sus iniciales y firma en el contrato de opción de compra. 

Sostuvo que, cumplidos todos los elementos de un contrato 

(consentimiento, objeto y causa), solamente faltaba la ejecución del 

pacto entre las partes, lo cual solicitaba sumariamente. 

El 15 de marzo de 2024, el foro primario emitió y notificó una 

Orden mediante la cual otorgó un término de veinte (20) días a la 

parte apelante para exponer su posición al respecto.5 

Transcurrido el término sin que los apelantes comparecieran, 

y evaluado el petitorio sumario, el 25 de abril de 2024, el Tribunal 

de Primera Instancia emitió y notificó la Sentencia que nos ocupa, 

mediante la cual declaró Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria 

promovida por Antigua Holdings.6 En particular, el foro primario 

desglosó las siguientes determinaciones de hechos: 

 
5 Apéndice del recurso, pág. 514. 
6 Íd., págs. 540-547. 
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1. La parte demandante Antigua Holding LLC es una 
compañía de responsabilidad limitada inscrita y 
autorizada a hacer negocios en Puerto Rico.  
 

2. La parte codemandada es [el] Sr. Hilton Theodore 
Laremont Batista (Sr. Laremont), mayor de edad, soltero, 
propietario [y] vecino del Estado de Florida, Estados 
Unidos.  
 

3. La parte codemandada Theolar Enterprises[,] Inc. t/c/c 
Corporación Theolar, Inc. t/c/c Corporación Theofar[,] 
Inc. es una corporación representada por y propiedad del 
codemandado Sr. Laremont. Véase[,] Orden de 6 de 
octubre de 2022.  
 

4. El Sr. Laremont contrató al Sr. Mario Rivera McCann (Sr. 

Rivera McCann) como su corredor de bienes raíces.  
 

5. Las comunicaciones entre el Sr. Rivera McCann y el Sr. 
Laremont comenzaron por mensajes de texto el 1 de 
agosto de 2021.  
 

6. El Sr. Laremont y el Sr. Rivera McCann se comunicaban 
por correo electrónico.  
 

7. Desde el 4 de octubre de 2021[,] el Sr. Rivera McCann 
comenzó a discutir con su cliente, el Sr. Laremont, los 
detalles de la venta de la finca objeto del presente litigio 
perteneciente a la corporación.  
 

8. El 28 de enero de 2022[,] el Sr. Rivera McCann le envió 
un correo electrónico al Sr. Laremont con una oferta de 
compraventa de la finca de 125 cuerdas en Aguas Buenas 
por $440,000.00.  
 

9. El correo electrónico del Sr. Rivera McCann hacía 
mención sobre un arrendamiento de 109 cuerdas 
adicionales.  
 

10. El 28 de enero de 2022[,] a las 8:02 p.m.[,] el Sr. Laremont 
contestó el correo electrónico del Sr. Rivera McCann 
aceptando el precio de venta de $440,000[.00] y el 
arrendamiento propuesto de unas 109 cuerdas de 
terreno.  
 

11. El 1 de febrero de 2022[,] el Sr. Rivera McCann le escribió 
un correo electrónico al Sr. Laremont para la solicitud de 
documentos y le avisó que estaría preparando el acuerdo 
de compraventa.  
 

12. El contrato de opción de compraventa fue provisto por el 
corredor de bienes raíces de la parte demandada.  
 

13. El 23 de febrero de 2022[,] a las 10:27 a.m.[,] el Sr. 
Laremont le suscribió un correo electrónico al Sr. Rivera 
McCann informando que estaba reconsiderando no 
vender la propiedad.  
 

14. El 24 de febrero de 2022[,] a las 3:50 a.m.[,] el Sr. 
Laremont le escribió un correo electrónico al Sr. Rivera 
McCann para decirle que continuaría con la venta de la 
fina de 125 cuerdas. En lo pertinente indicó: “I will go 
ahead with the sale”. Además, sostuvo que[,] por no haber 
sabido de él en algún tiempo[,] pensó que el comprador 
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(parte demandante) ya no estaba interesado en la 
compraventa. Una vez más, se reiteró en la aceptación en 
lo relacionado al precio de venta. No obstante, indicó no 
estar de acuerdo en cómo se estaba manejando lo del 
arrendamiento de las 109 cuerdas.  
 

15. El 24 de febrero de 2022[,] las partes Antigua y 
Corporación Theolar, Inc. firmaron el contrato de opción 
de compraventa por las 125 cuerdas de terreno.  
 

16. El 25 de febrero de 2022[,] el Sr. Rivera McCann[,] a 
través del programa DocuSign[,] le envío al Sr. Laremont 
el contrato de opción de compraventa firmado por todas 
las partes.  

 

17. En el contrato de opción de compraventa se identificó a 

la finca en cuestión como número 12315 inscrita al folio 
177 del tomo 290 de Aguas Buenas, Registro de la 
Propiedad de Caguas.  

 

18. La descripción registral de la propiedad es la siguiente: 

--R[Ú]STICA: Parcela de terreno localizado en el 
Barrio Sonadora del término municipal de Aguas 
Buenas, Puerto Rico con una cabida de 
CUATROCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL 
QUINIENTOS NOVENTA Y OCHO PUNTO 
VEINTISEIS METROS CUADRADOS (492.588.26 
M.C.) equivalentes a ciento veinticinco punto tres 
mil doscientos cincuenta y cinco cuerdas 
(125.3255cdas) y en lindes por el NORTE con 
terrenos de Hilton Theodore Laremont Batista por 
el SUR con Rafael Hernández Aponte y predio a 
ser adquirido por el ESTE con carretera estatal 
número setecientos noventa y dos (792) y camino 
municipal Sucesión Juan Ortiz Francisco Díaz y 
otros y por el OESTE con terrenos de Hilton 
Theodore Laremont Batista y la carretera estatal 
número ciento setenta y cuatro (174).  

 
19. El precio de venta pactado fue $440,000.[00.] 

 

20. La Corporación Theolar, Inc. fue la entidad jurídica que 
firmó el contrato de opción de compraventa con la parte 
demandante. 

 

21. Antigua entregó el cheque número 1357 por $25,000[.00] 
al Sr. Rivera McCann[,] según estipulado en el contrato 
de opción de compraventa.  

 

22. El 28 de febrero de 2022[,] el Sr. Juan Carlos Stolberg, 
representante de Antigua, recibió una certificación 
registral de la finca objeto de la compraventa.  

 

23. La finca objeto de la compraventa aparece a nombre de la 
Corporación Theofar[,] Inc. en el Registro de la Propiedad 
de Caguas II.  

 

24. Para el 1 de marzo de 2022[,] el Sr. Rivera McCann y el 
Sr. Laremont estaban cursándose mensajes de texto 
relacionados a los trámites ante el Centro de Recaudación 
de Ingresos Municipales (CRIM).  
 

25. El 1 de marzo de 2022[,] el Sr. Laremont le cursó un 
mensaje al Sr. Rivera McCann sobre sus gestiones para 
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pagar lo adeudo al CRIM, ya que el inmueble tenía que 
estar libre de impuestos y gravámenes al momento de la 
compraventa.  
 

26. Los días 28 y 29 de abril de 2022[,] el Sr. Rivera McCann 
le envió correos electrónicos al Sr. Laremont dejándole 
saber que la parte demandante llevaba 2 semanas 
disponibles para que se llevase a cabo la compraventa.  

 

27. El 29 de abril de 2022[,] la parte demandante le cursó 
una carta al Sr. Laremont y a la Corporación Theolar, Inc. 
notificándole la fecha para la firma de la escritura de 
compraventa, la cual se llevaría a cabo el 6 de mayo de 
2022. La carta fue enviada por correo certificado y acuse 
de recibo y fue recibida por la parte demandada.  

 

28. El 5 de mayo de 2022[,] el Sr. Laremont, en 
representación de la compañía y por conducto de su 
representante legal, informó mediante misiva que no 
cumpliría con el contrato suscrito.  

 

29. El 26 de mayo de 2022[,] se presentó la demanda de 
epígrafe.  
 

30. El Sr. Laremont, durante su deposición, aceptó haber 
firmado un acuerdo con Antigua Holdings para vender la 
propiedad del Barrio Sonadora del Municipio de Aguas 
Buenas por $440,000[.00] y reconoció que la parte 
demandante sufragó la cantidad de $25,000[.00] en 
concepto de pago por la opción de compraventa.  

 

31. El contrato de opción de compraventa indicaba que la 
parte demandante/compradora tenía 60 días, desde que 
el vendedor culminara todas las gestiones para la 
obtención de los documentos relacionados a la finca de 
125 cuerdas situada en el Municipio [de] Aguas Buenas, 
para determinar si aceptaba o no comprar la propiedad. 
A ello se le denominó el “Due Diligence Period”. A su vez, 
la corporación vendedora tenía 10 días para la entrega de 
los documentos antes mencionados. Posterior a la 
aceptación por parte del comprador (parte demandante), 
el cierre de la compraventa se tenía que llevar a cabo en 
un plazo de 45 días. También establecía que[,] de la 
propiedad tener alguna contribución pendiente[,] podría 
ser debitada del precio de la compraventa.7 

 

 El foro a quo expresó que Theolar Enterprises, Inc. t/c/c 

Corporación Theolar, Inc. t/c/c Corporación Theofar, Inc. fue la 

entidad jurídica que suscribió el acuerdo de opción de compra con 

Antigua Holdings. Concluyó que Antigua Holdings, como optante, 

era quien decidía si llevaba a cabo la transacción final de la 

compraventa del inmueble en controversia dentro de un término 

específico establecido. Determinó que, al negarse a suscribir el 

 
7 Apéndice del recurso, págs. 541-544. 
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contrato final, la parte apelante incumplió con la obligación 

contraída. 

No obstante, el foro apelado resolvió que, al no existir una 

alegación dirigida en contra de Laremont Batista en su carácter 

personal, procedía la desestimación con perjuicio de la demanda en 

su contra. Enfatizó que Laremont Batista no suscribió el contrato de 

opción de compra en su carácter personal, sino como representante 

de la entidad jurídica. 

En vista de lo anterior, el foro sentenciador ordenó la venta 

del solar en cuestión, por el precio acordado en el contrato de opción 

de $440,000.00, menos los $25,000.00 de depósito entregado al 

corredor de bienes raíces, más los honorarios y sellos, según 

pactados en el contrato de opción de compra que le correspondía 

pagar a la parte vendedora, aquí apelante. Además, impuso 

$2,000.00 en concepto de costas y honorarios de abogado a la parte 

apelante. 

En desacuerdo, el 29 de abril de 2024, los apelantes 

presentaron una moción de reconsideración,8 la cual fue declarada 

No Ha Lugar por el foro primario al día siguiente.9 

Inconforme, el 31 de mayo de 2024, la parte apelante acudió 

ante esta Curia mediante el recurso de epígrafe y señaló los 

siguientes errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia [al] no 
reconsiderar su Orden de dar por sometida la Moción 

de Sentencia Sumaria sin oportunidad de presentar 
Oposición a la misma dada las circunstancias médicas 
en las que se encontraba el abogado suscribiente 

durante los veinte (20) días originalmente concedidos, y 
abusando así de su discreción al emitir órdenes 

resolviendo mociones el mismo día de su radicación sin 
conceder tiempo al compareciente a oponerse en 
violación a la Regla 8.4 de las de Procedimiento Civil. 

 
Erró el Tribunal de Instancia al emitir sumariamente 
una sentencia en la cual[,] aun sin considerar la 

oposición de la parte demandada, de la prueba 

 
8 Apéndice del recurso, págs. 534-538. 
9 Íd., pág. 539. 



 
 

 
KLAN202400538    

 

9 

sometida por los demandantes en apoyo a la moción 
solicitando sentencia sumaria[,] se desprenden 

contradicciones sustanciales de hechos que le impedían 
disponer del caso sumariamente en violación al derecho 

a un debido proceso de ley a los demandados y a tener 
un juicio en su fondo. 
 

En cumplimiento con nuestra Resolución del 4 de junio de 

2024, la parte apelada compareció mediante Alegato en Oposición a 

Apelación el 3 de julio del mismo año.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

II 

A 

El mecanismo de sentencia sumaria provisto en la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 36, es un vehículo 

para asegurar la solución justa, rápida y económica de un caso. 

Serrano Picón v. Multinational Life Ins., 212 DPR 981 (2023); Oriental 

Bank v. Caballero García, 212 DPR 671 (2023); González Meléndez 

v. Mun. San Juan et al., 212 DPR 601 (2023); Acevedo y otros v. 

Depto. Hacienda y otros, 212 DPR 335 (2023); Universal Ins. y otro 

v. ELA y otros, 211 DPR 455 (2023). Dicho mecanismo permite a los 

tribunales disponer, parcial o totalmente, de litigios civiles en 

aquellas situaciones en las cuales no exista controversia material de 

hecho que requiera ventilarse en un juicio plenario y el derecho así 

lo permita. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., 208 DPR 964 

(2022). Este mecanismo lo puede utilizar la parte reclamante o 

aquella parte que se defiende de una reclamación. 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.1 y 36.2.  

Mediante el mecanismo de sentencia sumaria, se procura 

profundizar en las alegaciones para verificar si, en efecto, los hechos 

ameritan dilucidarse en un juicio. León Torres v. Rivera Lebrón, 204 

DPR 20, 42 (2020). Este cauce sumario resulta beneficioso tanto 

para el tribunal, como para las partes en un pleito, pues se agiliza 
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el proceso judicial, mientras simultáneamente se provee a los 

litigantes un mecanismo procesal encaminado a alcanzar un 

remedio justo, rápido y económico. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping 

et al., supra. Como se sabe, en aras de prevalecer en una 

reclamación, la parte promovente debe presentar prueba 

incontrovertible sobre todos los elementos indispensables de su 

causa de acción. Íd.  

Nuestro ordenamiento civil y su jurisprudencia interpretativa 

impone unos requisitos de forma con los cuales hay que cumplir al 

momento de presentar una solicitud de sentencia sumaria, a saber: 

(1) una exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los 

asuntos litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción sobre la 

cual se solicita la sentencia sumaria; (4) una relación concisa, 

organizada y en párrafos enumerados de todos los hechos esenciales 

y pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial, con 

indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas 

u otra prueba admisible en evidencia donde se establecen estos 

hechos, así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; (5) las 

razones por las cuales se debe dictar la sentencia, argumentando el 

derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser concedido. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3; Oriental Bank v. Caballero García, supra; Pérez 

Vargas v. Office Depot, 203 DPR 687 (2019). Si la parte promovente 

de la moción incumple con estos requisitos, “el tribunal no estará 

obligado a considerar su pedido”. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 111 (2015). 

Por otro lado, “la parte que desafía una solicitud de sentencia 

sumaria no puede descansar en las aseveraciones o negaciones 

consignadas en su alegación”. León Torres v. Rivera Lebrón, supra, 

pág. 43. Por el contrario, quien se opone a que se declare con lugar 

esta solicitud viene obligado a enfrentar la moción de su adversario 
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de forma tan detallada y específica como lo ha hecho la parte 

promovente puesto que, si incumple, corre el riesgo de que se dicte 

sentencia sumaria en su contra, si la misma procede en derecho. Íd.  

Por ello, en la oposición a una solicitud de sentencia sumaria, 

la parte promovida debe puntualizar aquellos hechos propuestos 

que pretende controvertir y, si así lo desea, someter hechos 

materiales adicionales que alega no están en disputa y que impiden 

que se dicte sentencia sumaria en su contra. León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra. Claro está, para cada uno de estos supuestos deberá 

hacer referencia a la prueba específica que sostiene su posición, 

según exigido por la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 36.3. Íd. En otras palabras, la parte opositora tiene el peso de 

presentar evidencia sustancial que apoye los hechos materiales que 

alega están en disputa. Íd. De lo anterior, se puede colegir que, ante 

el incumplimiento de las partes con las formalidades de la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, supra, la consideración de sus 

posiciones descansa en la sana discreción del Tribunal.  

Al atender la solicitud, el Tribunal deberá asumir como ciertos 

los hechos no controvertidos que se encuentren sustentados por los 

documentos presentados por la parte promovente. E.L.A. v. Cole, 

164 DPR 608, 626 (2005). Toda inferencia razonable que pueda 

surgir de los hechos y de los documentos se debe interpretar en 

contra de quien solicita la sentencia sumaria, pues solo procede si 

bajo ningún supuesto de hechos prevalece la parte promovida. Íd., 

pág. 625. Además, al evaluar los méritos de una solicitud de 

sentencia sumaria, el juzgador o juzgadora debe actuar guiado por 

la prudencia y ser consciente, en todo momento, que su 

determinación puede conllevar el que se prive a una de las partes de 

su “día en corte”, componente integral del debido proceso de ley. 

León Torres v. Rivera Lebrón, supra, pág. 44. 
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Sin embargo, la sentencia sumaria generalmente no 

procederá cuando existan controversias sobre hechos esenciales 

materiales, o si la controversia del caso está basada en elementos 

subjetivos como intención, propósitos mentales, negligencia o 

credibilidad. Cruz, López v. Casa Bella y otros, 2024 TSPR 47, 213 

DPR ___ (2024); Acevedo y otros v. Depto. Hacienda y otros, supra; 

Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., supra. Un hecho material es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 

con el derecho sustantivo aplicable. Banco Popular de Puerto Rico v. 

Zorrilla Posada y otro, 2024 TSPR 62, resuelto el 17 de junio de 2024; 

Oriental Bank v. Caballero García, supra, pág. 7; Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 299 (2012); Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). Ahora bien, el Foro de última 

instancia ha reiterado que cualquier duda no es suficiente para 

derrotar una moción de sentencia sumaria, pues debe tratarse de 

una incertidumbre que permita concluir que existe una controversia 

real sobre hechos relevantes y pertinentes. Íd. Además, existen 

casos que no se deben resolver mediante sentencia sumaria porque 

resulta difícil reunir la verdad de los hechos mediante declaraciones 

juradas o deposiciones. Jusino et als. v. Walgreens, 155 DPR 560, 

579 (2001). De igual modo, no es apropiado resolver por la vía 

sumaria “casos complejos o casos que involucren cuestiones de 

interés público”. Íd. No obstante, la sentencia sumaria procederá si 

atiende cuestiones de derecho. Universal Ins. y otro v. ELA y otros, 

supra. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha discutido los criterios 

que este Tribunal de Apelaciones debe considerar al momento de 

revisar una sentencia dictada sumariamente por el foro de instancia. 

Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 664, 679-680 (2018); 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 118-119. Sobre 

ese particular, nuestro más Alto Foro señaló que:  
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[E]l Tribunal de Apelaciones debe: (1) examinar de novo 
el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen 
al foro primario; (2) revisar que tanto la Moción de 

Sentencia Sumaria como su oposición cumplan con los 
requisitos de forma codificados en la referida Regla 36; 
(3) revisar si en realidad existen hechos materiales en 

controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia de 
la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de 

exponer concretamente cuáles hechos materiales 
encontró que están en controversia y cuáles están 
incontrovertidos, y (4) de encontrar que los hechos 

materiales realmente están incontrovertidos, debe 
proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 
controversia. Roldán Flores v. M. Cuebas et al., supra, 

pág. 679.  

Conforme a lo anterior, nos encontramos en la misma posición 

que el Tribunal de Primera Instancia para evaluar la procedencia de 

una sentencia sumaria. Banco Popular de Puerto Rico v. Zorrilla 

Posada y otro, supra; Birriel Colón v. Econo y otro, 2023 TSPR 120, 

213 DPR ___ (2023); Serrano Picón v. Multinational Life Ins., supra; 

González Meléndez v. Mun. San Juan et al., supra; González Santiago 

v. Baxter Healthcare, 202 DPR 281, 291 (2019). Por ello, nuestra 

revisión es una de novo y nuestro análisis debe regirse por las 

disposiciones de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, así como 

de su jurisprudencia interpretativa. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. A tenor con la referida normativa, dicha revisión 

se realizará de la manera más favorable hacia la parte que se opuso 

a la solicitud de sentencia sumaria en el foro de origen y realizando 

todas las inferencias permisibles a su favor. Birriel Colón v. Econo y 

otro, supra; Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118. 

De esta manera, si entendemos que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, debemos revisar de novo si el foro primario 

aplicó correctamente el derecho. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. 

B 

Sabido es que los tribunales tienen un deber de cumplir con 

los términos establecidos para atender los asuntos ante su 
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consideración y velar por que los procedimientos se ventilen sin 

demora irrazonable. En ese sentido, el tiempo oportuno es nota 

constitutiva de la justicia, pues la dilación en la respuesta judicial 

puede ser fuente de injusticia. Rivera Figueroa v. Joe’s European 

Shop, 183 DPR 580, 587 (2011). 

Conforme a ello, el Tribunal de Primera Instancia tiene el 

deber ineludible de garantizar que los procedimientos se ventilen sin 

demora, con miras a lograr una justicia rápida y eficiente. Las partes 

también están obligadas a ejercer un deber mínimo de diligencia. 

Tanto el tribunal como las partes tienen la obligación de velar que 

los procedimientos judiciales se tramiten de forma justa, rápida y 

eficiente. In re Pagani Padró, 181 DPR 517, 528-529 (2011). 

 Sobre ese particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

expresó en Pueblo v. Mojica Cruz, 115 DPR 569, 575 (1984), que los 

jueces y las juezas siempre deben guiarse por los términos 

dispuestos en las reglas o de modo supletorio por las Reglas de 

Administración del Tribunal de Primera Instancia y, en ambos 

casos, por su sentido del deber. Los términos perentorios 

establecidos para apremiar a los jueces y a las juezas a decidir los 

asuntos ante su consideración cumplen la importante función de 

que las partes obtengan una adjudicación oportuna de sus 

controversias. Además, sirven para que la sociedad recobre lo antes 

posible, el equilibrio que se presupone quebrado por todo pleito 

entre ciudadanos. 

La Regla 70 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 70, 

establece el término en el que el tribunal deberá resolver la moción 

de sentencia sumaria. En específico, los tribunales tienen noventa 

(90) días para resolver los casos contenciosos y las mociones de 

sentencia sumaria. El término comienza a partir de la fecha en que 

el caso contencioso o la moción de sentencia queden sometidos para 

adjudicación. No obstante, el término podrá extenderse durante un 
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periodo razonable, cuando la naturaleza del asunto o alguna causa 

extraordinaria lo haga necesario.  

Las mociones de sentencia sumaria quedan sometidas y listas 

para adjudicación, cuando se recibe la oposición o cuando 

transcurre el término para contestarla y no se ha recibido la 

contestación. El término también podrá extenderse cuando el 

tribunal concede a las partes un plazo para replicar o duplicar, salvo 

que dichas mociones sean presentadas antes de su expiración. La 

misma norma está incorporada en la Regla 24(A) de las de 

Administración del Tribunal de Primera Instancia de 1999, según 

enmendadas. 

El deber de las partes de actuar con diligencia está establecido 

en la Regla 8.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 8.4. 

Cualquier parte que se oponga a una moción tiene que presentar su 

oposición fundamentada dentro de los veinte (20) días siguientes a 

ser notificada de la moción a la que se opone. Si la parte no presenta 

su oposición en el término establecido, se entenderá que la moción 

queda sometida. Por su parte, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 36.3, dispone que la contestación a la moción de 

sentencia sumaria deberá ser presentada dentro del término de 

veinte (20) días de su notificación y que, si la parte contraria no 

presenta la contestación a la sentencia sumaria en el término 

provisto por esta regla, se entenderá que la moción de sentencia 

sumaria queda sometida para la consideración del tribunal. 

C 

El contrato o pacto de opción de compraventa ha sido definido 

como un contrato consensual, mediante el cual una parte 

(promitente) le concede a otra (optante) el derecho exclusivo a decidir 

de manera unilateral si comprará determinado bien inmueble que le 

pertenece al promitente. S.L.G. Irizarry v. S.L.G. García, 155 DPR 

713, 722 (2001). Esta facultad tendrá que ejercitarse dentro de un 
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periodo de tiempo definido por las partes, y tanto la parte promitente 

como la optante se beneficiarán del negocio. Íd. En esencia, el 

contrato de opción de compra es un contrato preparatorio dirigido 

al eventual otorgamiento de un contrato de compra y venta. El 

mismo se distingue por los siguientes elementos esenciales: (1) se 

concede a la parte optante la facultad de decidir unilateralmente si 

celebrará el contrato principal (de compraventa) sin obligación por 

parte de esta; (2) dicha concesión tiene carácter de exclusividad; (3) 

se establece un plazo para ejercitar la opción, y (4) no existe otra 

condición que no sea la voluntad de la parte optante. Íd. Sin 

embargo, a pesar de que el contrato de opción se trata de un 

contrato consensual, la opción de compra es un contrato unilateral, 

debido a que la parte optante no está obligada a comprar, contrario 

al caso de la promitente que sí está obligada a venderle a la primera, 

si aquella lo decide. Íd. 

En específico, el Artículo 1030 del Código Civil de Puerto Rico 

de 2020, 31 LPRA sec. 8822, reglamenta los requisitos del título de 

constitución de la opción de compra de la siguiente manera: 

El título de constitución, además de las 
estipulaciones y del domicilio a efectos de las 

notificaciones preceptivas y demás pactos que el 
constituyente o los constituyentes tengan por 

conveniente, debe contener, como mínimo, los 
siguientes requisitos: 

 

(a) El plazo de duración del derecho y, si procede, el 
plazo para su ejercicio; 

(b) en su caso, la voluntad del constituyente o de los 
constituyentes de configurar el derecho con 
carácter real; 

(c) el precio o contraprestación para la adquisición 
del bien o los criterios para su fijación, cuando se 
trate de un derecho de opción a una adquisición 

onerosa, indicando el precio estipulado para su 
adquisición. Cuando se prevean cláusulas de 

estabilización, deben contener criterios objetivos 
y el precio debe poder fijarse con una simple 
operación aritmética; y 

(d) la prima pactada para su constitución, cuando el 
derecho se constituye a título oneroso, indicando 
el precio convenido. 
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Los contratos de opción de compra se pueden 
inscribir cuando cumplan con los requisitos anteriores 

y consten en escritura pública. 
 

 Ahora bien, sobre la posibilidad de obligarle a transferir su 

propiedad a otro particular, solo puede hablarse cuando ha habido 

acuerdo sobre la cosa y el precio. Por otro lado, cuando lo único que 

se ha acordado es la venta, sin más, ni siquiera el juicio imparcial 

de un juez o una jueza respecto al valor en el mercado del bien en 

controversia puede sustituir la prerrogativa dominical de fijar el 

precio y establecer los términos de la enajenación, prerrogativa que, 

en este sistema, solo le compete a la persona dueña. Michel J. 

Godreau, La opción de compra en Puerto Rico, 53 Rev. Jur. UPR 569 

(1984). Por su parte, cabe señalar que: 

En la opción se da un proceso negocial en donde el 

consentimiento hacia la obligación surge, como en todo 
contrato, en virtud del intercambio de manifestaciones 
recepticias. La voluntad se forja a base de un proceso 

de negociación. No se trata de manifestación unilateral 
de voluntad, porque las obligaciones que surgen del 

pacto de opción son el resultado de un proceso de 
negociación entre el concedente y el optante, proceso 
que no se da en las obligaciones cuya fuente es la 

mencionada manifestación unilateral de voluntad. Íd., 
pág. 578. 

 

El contrato de opción de compra tiene que definir la oferta que 

habrá de mantenerse vigente con todos los elementos de una oferta 

final y completa del contrato de compraventa. Dicho de otro modo, 

para que estemos ante un verdadero pacto de opción, no pueden 

quedar por negociar términos o condiciones del contrato de 

compraventa que sean de importancia para las partes. Godreau, op. 

cit., pág. 596. Dentro de este marco, respecto al precio de la finca, 

que es el que importa desde el punto del contenido de la oferta, tiene 

que tratarse de un precio en metálico, porque se trata de una oferta 

de venta, no de permuta. Además, aplican aquí los principios de las 

obligaciones respecto a los requisitos de la prestación, en particular, 

el de la determinabilidad de la misma. No será necesario que el 

precio de venta esté exactamente determinado, siempre y cuando su 
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determinación final no requiera un nuevo proceso de negociación. 

Íd., pág. 597. 

Este tipo de contrato preparatorio produce una obligación     

de hacer y no de dar, ya que solo tiene por objeto la realización 

futura de un contrato de compraventa. Soto v. Rivera, 144 DPR 500, 

509-510 (1997); Dennis, Metro Invs. v. City Fed. Savs., 121 DPR 197 

(1988); Jordán-Rojas v. Padró-González, 103 DPR 813, 817 

(1975). Por su parte, el contrato de promesa bilateral tiene la ventaja 

de lograr la vinculación inmediata de las partes cuando por alguna 

razón no puede otorgarse una compraventa completa y definitiva y 

que, mediante la vinculación inmediata, las partes logran la garantía 

o seguridad de que el contrato definitivo o completo se celebrará o 

concluirá más tarde. Rossy v. Tribunal Superior, 80 DPR 729, 742 

(1958). 

Por consiguiente, ante la negativa de una de las partes de 

cumplir con la promesa bilateral, cabe una acción para exigir su 

cumplimiento específico y no simplemente una acción para el 

resarcimiento de perjuicios, si la prestación básica no se refiere a 

hechos personalísimos o las líneas básicas sentadas en el 

precontrato no son insuficientes. Rossy v. Tribunal Superior, supra, 

pág. 743. Véase, además, Jordán-Rojas v. Padró-González, supra, 

pág. 819. Así, pues, si la cosa prometida en venta está todavía en el 

patrimonio de la parte promitente, la persona acreedora en un 

contrato de promesa bilateral de venta de un inmueble podría exigir 

su cumplimiento en forma específica: la celebración de la venta 

previamente convenida y el otorgamiento de la correspondiente 

escritura pública. Íd. 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

antes nos. 
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III 

La parte apelante sostiene en su primer señalamiento de error 

que el Tribunal de Primera Instancia incidió al no reconsiderar su 

Orden de dar por sometida la solicitud de sentencia sumaria 

promovida por la parte apelada sin oportunidad de presentar una 

oposición a la misma. Fundamenta su postura en que, durante los 

veinte (20) días originalmente concedidos para presentar la 

oposición, su representación legal atravesaba unas circunstancias 

médicas que le impidieron presentar dicha moción dentro del 

término otorgado por el foro a quo. Arguye que el foro sentenciador 

actuó precipitadamente al evitar la radicación de la misma tan solo 

tres (3) días después del vencimiento del referido término, sin 

proporcionar ninguna oportunidad adicional para presentar una 

oposición tardía, lo cual cataloga como un abuso de discreción en 

violación a la Regla 8.4 de Procedimiento Civil, supra.  

Según esbozáramos, las mociones de sentencia sumaria 

quedan sometidas y listas para adjudicación cuando se recibe la 

oposición o cuando transcurre el término para contestarla y no se 

ha recibido la respuesta. Asimismo, la Regla 36.3 de Procedimiento 

Civil, supra, exige que la contestación a la moción de sentencia 

sumaria sea presentada dentro del término de veinte (20) días de su 

notificación y que, si la parte contraria no presenta su oposición en 

dicho término, se entenderá que el petitorio sumario queda sometido 

para la consideración del tribunal. Es discreción del foro 

sentenciador si concede una prórroga a la otra parte para que 

presente su contestación a la solicitud de sentencia sumaria, más 

la citada Regla no lo obliga a ello. 

En el caso de autos, el foro a quo le concedió un término de 

veinte (20) días a la parte apelante para que presentara su oposición 

a la solicitud de sentencia sumaria promovida por la parte apelada. 

No obstante, transcurrió dicho término sin que la parte apelante 
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acreditara su oposición y sin que presentara una solicitud de 

prórroga a esos efectos. Transcurrido el término para ello, sin que la 

parte apelante se opusiera, la moción de sentencia sumaria quedó 

sometida ante la consideración del foro sentenciador, quien tenía la 

facultad de adjudicar el asunto ante sí, sin el beneficio de la 

comparecencia de la otra parte.  

El cumplimiento con el término expresamente estatuido en las 

Reglas de Procedimiento Civil para oponerse, además del 

cumplimiento con lo ordenado por el tribunal de instancia, es 

obligación y responsabilidad de la parte apelante. El foro de origen 

no está obligado a extender motu proprio el referido término en aras 

de conceder una “segunda oportunidad”, y mucho menos debe 

esperar a que la parte solicite una prórroga después de vencido el 

término aplicable, pues ello queda enteramente a su discreción. Este 

Foro apelativo no puede intervenir en cuestiones de manejo de caso, 

a menos que se demuestre que hubo un craso abuso de discreción, 

prejuicio, error manifiesto o parcialidad, lo cual no se probó en el 

caso de autos. Por consiguiente, el primer error señalado no se 

cometió. 

Como segundo señalamiento de error, la parte apelante 

plantea que el foro de origen erró al emitir sumariamente una 

sentencia en la cual, según la prueba sometida por la parte apelada 

en apoyo al petitorio sumario, se desprenden contradicciones 

sustanciales de hechos que le impedían al foro de instancia disponer 

del caso sumariamente, en violación al debido proceso de ley y a 

tener un juicio en su fondo. 

Hemos examinado cuidadosamente de novo el trámite 

procesal, el expediente ante nos, así como la normativa aplicable y 

concluimos que el Tribunal de Primera Instancia no erró en su 

determinación. Nos explicamos. 



 
 

 
KLAN202400538    

 

21 

Luego de evaluar de novo la totalidad del expediente ante nos, 

colegimos que no existen controversias sobre hechos medulares que 

impidan la solución de la presente causa por la vía sumaria. En 

consecuencia, nos corresponde determinar si el derecho se aplicó 

correctamente.  

Conforme a lo previamente discutido, un contrato tiene fuerza 

de ley entre las partes. Según fue expuesto, en los contratos de 

opción de compra válidamente constituidos según exigido por 

nuestro ordenamiento jurídico, la parte optante tiene la facultad 

exclusiva de decidir si finalmente se celebra un contrato de 

compraventa. En cambio, la parte promitente está obligada a 

venderle a la optante, si esta última lo decide. 

En el presente pleito, las partes suscribieron un contrato de 

opción de compra sobre una propiedad sita en Aguas Buenas, por 

el precio de $440,000.00, para ejercerse dentro de un término 

estipulado en las cláusulas 6 y 7 del acuerdo. En dicho contrato, 

Antigua Holdings era la parte optante. Es decir, era quien tenía la 

facultad de decidir unilateralmente si celebraba el contrato de 

compraventa del inmueble en cuestión dentro del plazo pactado 

para ello, por el precio acordado. Surge del expediente que, Antigua 

Holdings ejercitó dicho derecho de opción de compra dentro del 

plazo estipulado. Por tanto, la parte apelante, como promitente, 

tenía la obligación de cumplir con lo pactado y comparecer al 

otorgamiento de la escritura de compraventa, como correctamente 

resolvió el foro de origen. En conclusión, el segundo señalamiento 

de error tampoco se cometió. 

En virtud de lo anterior, colegimos que el foro primario no erró 

al emitir la Sentencia declarando Ha Lugar la solicitud de sentencia 

sumaria promovida por la parte apelada. En fin, al evaluar 

concienzuda y ponderadamente de novo los eventos procesales al 
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palio de la normativa jurídica antes esbozada, coincidimos con la 

determinación del foro apelado. 

IV 

Por las razones que anteceden, confirmamos el dictamen 

apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


